LEGISLATURA  DEL  ESTADO

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

INICIATIVA PRESENTADA POR EL DIPUTADO SALVADOR COSIO GAONA; INTEGRANTE DE LA  LVII  QUINCUAGESTIMA SEPTIMA LEGISLATURA.

CON FECHA:   SEPTIEMBRE  DEL  2004.

DECRETO:   21456

LA  CONSTITUCION  POLITICA

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


El suscrito Diputado Salvador Cosio Gaona, integrante de esta LVII Quincuagésima Séptima Legislatura; en uso de las facultades que me confiere lo dispuesto en los artículos 28 fracción I y 35 de la Constitución Política y los artículos 145, 147 fracción I, 148 y 154 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, someto a la elevada consideración de esta Asamblea Legislativa, la siguiente Iniciativa de Ley que modifica los artículos 56, 57, 60, 62, 63, 64, 97 y 102 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, así como, reforma, adiciona y deroga diversos artículos de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco, lo anterior bajo la siguiente:

EXPOSICION  DE  MOTIVOS


I.-  Uno de los más grandes reclamos de la sociedad es la correcta impartición de justicia.  Los principales responsables para su realización, son aquellos que integran el Poder Judicial en su conjunto, los cuales en todo momento deben observar y ejercer los principios jurisdiccionales a su cargo para el buen desempeño de la vida en sociedad.


De esta manera, resulta excesivamente agraviante para quienes tienen la necesidad de acudir a solicitar uno de los servicios mas importantes que imparte él Estado, como el de la aplicación y administración  de la Justicia consagrada en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que en sus párrafos segundo y tercero dice:
“Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.

Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones”.


De tal suerte que si se nieguen a estos servicios públicos con calidad como lo señala nuestra carta magna y por ende los ciudadanos no pueden aspirar a la prestación de éstos, poniendo como pretexto que no existe suficiente presupuesto y personal para cumplir con las metas propuestas y así facilitarle el acceso a la impartición de justicia a los ciudadanos como los principales beneficiados con este servicio público.


A estos reclamos y manifestaciones se suman comentarios y propuestas de distintos integrantes del Colegio de Notarios, así como de Barras y Colegios de Abogados de Jalisco y de la misma manera empresarios y miembros de la Cámara de Comercio de Guadalajara, que coinciden en el deficiente servicio que presta y solo obstruye el enfoque de impartición de justicia que la sociedad reclama.

Al analizar la actividad de la impartición de justicia, no únicamente implica que existan los órganos necesarios que lo realicen, sino también, la existencia de una correcta administración de los recursos humanos y materiales con los que se cuentan así como de un órgano que fiscalice la manera en que se aplican dichos recursos, facultades que recaen actualmente en el Consejo General del Poder Judicial del Estado de Jalisco.

El que este órgano de carácter judicial ejerza atribuciones paralelas al Supremo Tribunal de Justicia, pero necesarias para el desempeño de la impartición de justicia, presupone la falta de eficiencia y eficacia en ambas, por considerar que no centran la atención en los objetivos para los que fueron creados.

II.  El objetivo original de la creación del Consejo General del Poder Judicial, incluido este órgano en los artículos 63 y 64 de nuestra Constitución Política, con las atribuciones de administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial, con excepción del Supremo Tribunal de Justicia, del Tribunal de lo Administrativo y del Tribunal Electoral, es la realización de las actividades tendientes a proveer y vigilar a los órganos judiciales para la consecución de sus fines, de tal manera que desde su origen no cumple con la finalidad porque fue creado como Consejo General del Poder Judicial y sus funciones se enfoca exclusivamente al ámbito de los Juzgados de primera instancia mixtos y especializado así como juzgados menores y no así al tribunal Administrativo y Electoral.

Sin embargo, las reiteradas y constantes quejas ciudadanas en contra de la manera en que se imparte la justicia, nos hace ver la necesidad de modificar el esquema de este órgano contemplando las modificaciones a la Constitución Política del Estado de Jalisco y a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que nos permita fortalecer el Supremo Tribunal de Justicia y creando Instituciones idóneas que concuerden con los reclamos de la sociedad; ya que se ha cuestionado con respecto de la trascendencia del Consejo General del Poder Judicial en cuanto a su organización interna y desempeño de sus funciones.

Se ha cuestionado lo oneroso de la estructura burocrática del Consejo General del Poder Judicial, no obstante de la falta de recursos que presentan, si es cierto las funciones que actualmente realiza dicho consejo, lo desempeñaban el Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco, con un costo menor cuatro veces de lo que se gasta.  Así también se ha denunciado repetidamente la existencia de un número mayor de direcciones que las que se encuentra legalmente establecidas por la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como el inadecuado número elevado de servidores públicos que abultan la pesada nómina de dicho consejo y que dicho recurso debiera canalizarse para ampliar el número de Juzgados existentes, mejorar el equipamiento técnico, incrementar el personal en áreas jurisdiccionales, mejorar sus condiciones de capacitación y actualización permanente y así mismo ofrecerles salarios mas dignos.  Hemos de recordar que se ha criticado el elevado sueldo que tienen los Consejeros, Directores, Jefes de Departamento, Secretarios Técnicos y Relatores, lo que contrasta con el bajo salario que reciben los Servidores Públicos dedicados en forma directa a la impartición de Justicia.


En reiteradas ocasiones, se han expresado comentarios de ciudadanos que presentan quejas ante el Consejo General del Poder Judicial, respecto a la parcialidad de los Jueces Civiles en la determinación y resolución de peticiones hechas por las partes y sobre todo de la remisión de los autos de un expediente al Ministerio Público, adscrito al Juzgado para que de cuenta de irregularidades cometidas en actuaciones de dichos procedimientos, tales como alteración de sellos y firmas de funcionarios de los propios Juzgados, en donde existen pruebas plenas de la falsificación y alteración de los documentos certificadas por el propio Secretario del Juzgado, negando el Juez, la solicitud hecha por el promoverte y mas grave aun que el propio Consejo General del Poder Judicial, con pleno conocimiento del asunto, no toma las consideraciones apropiadas para la resolución del conflicto; así pues notamos la deficiencia del mencionado Consejo General del Poder Judicial,  destacando así, el encubrimiento de algunos de los Consejeros retrasando la impartición de justicia, principio rector de todo órgano judicial en un régimen de derecho y cuando tiene a bien actuar, resultan casos de discrepancia en cuanto a los criterios utilizados para desahogar el procedimiento respecto a los preceptos legales en que se basa su determinación, quedando así poco sustentada sus resoluciones, existiendo duda e insatisfacción tanto en litigantes como en el propio personal jurisdiccional.


Destacando así mismo, los errores en el procedimiento de adscripción de Jueces, generando que estos soliciten la protección de la justicia federal y ganando los casos, poniendo en evidencia la falta de capacidad para llevar a cabo los procedimientos.


III.-  Así pues, y con el objeto de fortalecer el estado de derecho y las atribuciones del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco, se propone que las atribuciones que hasta ahora desempeña el Consejo General del Poder Judicial, tales como Investigación y Capacitación, de Visitaduría, de Administración y Contraloría a Juzgados, de Disciplina, Responsabilidades y Carrera Judicial y el control de Archivo, las ediciones y el Boletín Judicial; quedarán a cargo del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, conforme lo  señale la Ley Orgánica del Poder Judicial en sus respectivas reformas, haciendo mas fuertes las Direcciones que se detallan en la Ley Orgánica que se impulsa y que asumirían tareas concretas para el desempeño óptimo de sus funciones, como la correcta administración de recursos Humanos y Servicios Generales.

Por ello, se hace necesario la creación de un órgano ciudadano que garantice que las quejas y reclamos de quienes aspiran a una impartición de justicia apegada a derecho y estrictamente a lo que establece la Constitución General de la República en su artículo 17, con el objeto de focalizar mas la labor del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, evitando así se distraiga el personal capacitado para impartir justicia en asuntos meramente de trámite administrativo que pueden realizar quienes cotidianamente acuden a los tribunales y utilizan el sistema judicial reiteradamente ya que conocen los problemas y conflictos de fondo y así de una manera directa puedan resolver los conflictos suscitados entre quienes prestan el servicio y quienes lo solicitan.  Así se propone en esta iniciativa, la modificación de los artículos Constitucionales que derogarían al actual Consejo General del Poder Judicial a efecto de crear una dependencia, tanto en el Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco, Tribunal de lo Administrativo y Tribunal Electoral que cuente, únicamente, con las atribuciones de opinión, participación y consulta, denominándosele Consejo Consultivo Ciudadano del Servicio Público de Justicia; lo cual implica una  modificación a la estructura administrativa y de reasignación o  indemnización, en su caso, del personal actualmente adscrito al Consejo General del Poder Judicial.

La propuesta específicamente consiste, en que se abrogue la figura del Consejo General del Poder Judicial del Estado, para dar origen, un Consejo Consultivo Ciudadano del Servicio Público de Justicia; en los tribunales y sea éste, como su nombre lo indica, un órgano estrictamente consultivo y totalmente ciudadano; y por lo tanto, se releve de responsabilidad a quienes son actualmente integrantes del citado Consejo General del Poder Judicial, dando paso a que se integren los consejeros ciudadanos, cargos que serán honorarios en los términos que establezca la Ley.


IV.-  Lo que se pretende con la reforma es garantizar que las quejas, inquietudes y reclamos ciudadanos sean escuchadas por un Consejo Ciudadano propuesto, para que éstos, a su vez, emitan opinión a los órganos competentes y sean atendidas y resueltas, mejorando así, la impartición de justicia y elevando la participación ciudadana en cada caso. 

En mérito de los fundamentos y razonamientos expuestos, someto a la consideración de esta Honorable Asamblea, Iniciativa de Ley que modifica y adiciona los artículos 56, 57, 60, 62, 63, 64, 97 y 102 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, así como, reforma, adiciona y deroga diversos artículos de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco como para quedar como a continuación se propone:

INICIATIVA DE LEY QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTICULOS 56, 57, 60, 62, 63, 64, 97 Y 102 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO, ASI COMO, REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSOS ARTICULOS DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE JALISCO. 
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